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Barresi Ramos, juez ponente 
 

S E N T E N C I A 
 

En San Juan, Puerto Rico, hoy día 16 de agosto de 2024. 

Comparece ante este Tribunal de Apelaciones, el señor EDWIN 

HERNÁNDEZ TORRES (señor HERNÁNDEZ TORRES) mediante una Revisión de 

Decisión Administrativa interpuesta el 11 de julio de 2023. En su escrito, nos 

solicita que revisemos la Notificación y Multa Administrativa expedidas el 6 

de junio de 2023 por la Oficina de Permisos del MUNICIPIO AUTÓNOMO DE 

SAN JUAN (MUNICIPIO) por la cuantía de dos mil dólares ($2,000.00).1 En la 

Multa Administrativa, se alegó “construcción en residencia (patio delantero) 

sin permiso”. 

Exponemos el trasfondo fáctico y procesal que acompaña a la presente 

controversia. 

 

 
1 Apéndice de la Revisión de Decisión Administrativa, págs. 2- 3. 
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– I – 

El 6 de junio de 2023, el inspector M. Pérez, de la Oficina de Permisos 

del MUNICIPIO, visitó la residencia del señor HERNÁNDEZ TORRES. Como 

parte de su inspección determinó la comisión de una falta administrativa al 

Artículo 9.12 (a) de la Ley 161- 2009, según enmendada, conocida como la Ley 

para la Reforma del Proceso de Permisos de Puerto Rico.2 Así las cosas, emitió 

la Notificación y Multa Administrativa, número de boleto: 003963, con 

número de catastro: 063 – 003 – 543 – 44-000, e impuso una multa por la 

suma de dos mil dólares ($2,000.00). 

El mismo día, el señor HERNÁNDEZ TORRES presentó una Solicitud de 

Reconsideración de Multa Administrativa ante la Oficina de Permisos del 

MUNICIPIO.3 Adujo que el Departamento de la Vivienda (Departamento) 

tenía su residencia en el programa de los toldos azules; personal del 

Departamento le visitó para coordinar un nuevo techo de madera; les 

informó que era mejor construir en cemento por los huracanes; y había 

buscado un contratista.  

A los pocos días, el 9 de junio de 2023, el señor Víctor A. Joglar Díaz, 

ingeniero del MUNICIPIO, remitió misiva en la cual expuso que del Registro 

pudieron comprobar que se construyó sin el correspondiente permiso; la 

violación al Reglamento es: Ley Núm. 161-2009 Art. 1,312 14-13, Ausencia de 

permiso; y deberá pagar la multa núm. 003963 de $2,000.00. Ante esta 

determinación del foro administrativo, el 11 de julio de 2023, el señor 

HERNÁNDEZ TORRES acudió ante este Tribunal de Apelaciones mediante 

Revisión de Decisión Administrativa.  

Consecuentemente, el 12 de julio de 2023, dictaminamos Resolución 

confiriendo un plazo de veinte (20) días para suministrar copia fiel y exacta 

de la Respuesta a la Solicitud de Reconsideración de Multa Administrativa, así 

como cualquier otro documento concerniente a su reclamación. El 20 de julio 

 
2 23 LPRA § 9011 y ss. 
3 Apéndice de la Revisión de Decisión Administrativa, pág. 1.  
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de 2023, el señor HERNÁNDEZ TORRES presentó Moción acompañada de copia 

de la comunicación fechada 9 de junio de 2023. Posteriormente, el 1 de abril 

de 2023, el señor HERNÁNDEZ TORRES presentó Moción acompañada de copia 

de Permiso de Construcción 2023-502358-PCOC-037718. 

A tenor con la Regla 7 (B)(5) del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, este Foro puede “prescindir de términos no 

jurisdiccionales, específicos,” escritos, notificaciones o procedimientos 

adicionales, “con el propósito de lograr su más justo y eficiente despacho...”. 

Ante ello, prescindimos de la comparecencia del MUNICIPIO. Evaluado 

concienzudamente el expediente del caso, nos encontramos en posición de 

adjudicar. Puntualizamos las normas de derecho pertinentes a la(s) 

controversia(s) planteada(s).  

– II – 

– A – Revisión Judicial 

La Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme del Gobierno de 

Puerto Rico (LPAU) provee un cuerpo de reglas mínimas para gobernar los 

procesos de adjudicación y reglamentación en la administración pública.4 Su 

sección 4.1 instituye la revisión judicial por este Tribunal de Apelaciones de 

las determinaciones finales de las agencias.5  

La revisión judicial tiene como propósito limitar la discreción de las 

agencias y asegurarse de que estas desempeñen sus funciones conforme a la 

ley.6 El criterio rector al momento de pasar juicio sobre una decisión de un 

foro administrativo es la razonabilidad de la actuación de la agencia.7 Nuestra 

evaluación de la decisión de una agencia se circunscribe, entonces, a 

 
4 Conocida como la Ley Núm. 38 de 30 de junio de 2017, según enmendada, 3 LPRA § 9601-
9713; SLG Saldaña-Saldaña v. Junta, 201 DPR 615, 621 (2018).  
5 3 LPRA § 9671.  
6 Torres v. Junta Ingenieros, 161 DPR 696, 707 (2004). Véase, además Javier A. Echevarría 
Vargas, Derecho Administrativo Puertorriqueño, Ediciones Situm (2017), págs. 304 – 306.  
7 Fonte Elizondo v. F & R Const., 196 DPR 353 (2016); Otero v. Toyota, 163 DPR 716 (2005). D. 
Fernández Quiñones, Derecho Administrativo y Ley de Procedimiento Administrativo 
Uniforme, 2da ed., Bogotá, Ed. Forum, 2001, pág. 543. 
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determinar si esta actuó de forma arbitraria, ilegal o irrazonable, o si sus 

acciones constituyen un abuso de discreción.8   

No obstante, las decisiones de los organismos administrativos 

especializados gozan de una presunción de legalidad y corrección, por lo que, 

sus conclusiones e interpretaciones merecen gran consideración y respeto.9 

Por ello, al ejecutar nuestra función revisora, este Tribunal está obligado a 

considerar la especialización y experiencia de la agencia, distinguiendo entre 

cuestiones de interpretación estatutaria —sobre las que los tribunales son 

especialistas— y cuestiones propias de la discreción o pericia 

administrativa.10  

Ahora bien, tal norma no es absoluta. Nuestro más alto foro ha 

instaurado que no podemos dar deferencia a las determinaciones 

administrativas que sean irrazonables, ilegales o contrarias a derecho.11 

Particularmente, concretó las normas básicas sobre el alcance de la revisión 

judicial al expresar:  

[L]os tribunales deben dar deferencia a las decisiones de una agencia 
administrativa, pero ésta cederá cuando: (1) la determinación 
administrativa no está basada en evidencia sustancial; (2) el ente 
administrativo erró en la aplicación o interpretación de las leyes o 
reglamentos que se le ha encomendado administrar; (3) el organismo 
administrativo actuó arbitraria, irrazonable o ilegalmente, 
realizando determinaciones carentes de una base racional, o (4) la 
actuación administrativa lesionó derechos constitucionales 
fundamentales. Es importante destacar que, si el tribunal no se 
encuentra frente a alguna de esas situaciones, aunque exista más de 
una interpretación razonable de los hechos procede que se valide la 
interpretación que realizó la agencia administrativa recurrida. 

 
El alcance de la revisión judicial de las determinaciones 

administrativas se ciñe a determinar lo siguiente: (1) si el remedio concedido 

por la agencia fue el apropiado; (2) si las determinaciones de hecho de la 

agencia están basadas en evidencia sustancial que obra en el expediente 

administrativo, y (3) si las conclusiones de derecho fueron las correctas.12  

 
8 Pérez López v. Depto. Corrección, 208 DPR 656, 660 (2022).  
9 García Reyes v. Cruz Auto Corp., 173 DPR 870, 891 (2008).  
10 OCS v. Point Guard Ins., 205 DPR 1005, 1028 (2020).  
11 Torres Rivera v. Policía de PR, 196 DPR 606, 625- 626 (2016). 
12 Sección 4.5 de la LPAU, 3 LPRA § 9675; OEG v. Martínez Giraud, 210 DPR 79 (2022). 
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En cuanto a las determinaciones de hechos, estas serán sostenidas por 

los tribunales si están respaldadas por evidencia sustancial que surja del 

expediente administrativo considerado en su totalidad.13 La evidencia 

sustancial es aquella relevante que una mente razonable puede aceptar como 

adecuada para sostener una conclusión.14 Debido a la presunción de 

regularidad y corrección que cobija a las decisiones de las agencias 

administrativas, quien alegue ausencia de evidencia sustancial debe presentar 

prueba suficiente para derrotar dicha presunción.15 Es decir, estas 

determinaciones serán respetadas mientras la parte que las impugne no 

produzca evidencia suficiente para derrotarlas.16 Para ello “tiene que 

demostrar que existe otra prueba en el expediente que reduzca o menoscabe 

el valor probatorio de la evidencia impugnada, hasta el punto de que no se 

pueda concluir que la determinación de la agencia fue razonable de acuerdo 

con la totalidad de la prueba que tuvo ante su consideración”.17 A esto se le 

conoce como la norma de la evidencia sustancial, con la cual se persigue 

evitar sustituir el criterio del organismo administrativo en materia 

especializada por el criterio del tribunal revisor.18 Por lo tanto, aun cuando 

exista más de una interpretación razonable de los hechos, el tribunal debe 

dar deferencia a la agencia, y no sustituir su criterio por el de esta.19 

De otro lado, las conclusiones de derecho de la agencia son revisables 

en todos sus aspectos, sin sujeción a norma o criterio alguno.20 Aun así, 

debemos dar deferencia a las interpretaciones que los organismos 

administrativos hacen de las leyes y reglamentos que administran. A esto se 

le conoce como la norma de la evidencia sustancial, con la cual se persigue 

 
13 Rolón Martínez v. Supte. Policía, 201 DPR 26, 36 (2018). 
14 Otero v. Toyota, supra, pág. 728. 
15 Graciani Rodríguez v. Garaje Isla Verde, 202 DPR 117, 128 (2019). 
16 Graciani Rodríguez v. Garage Isla Verde, supra, pág. 128.  
17 Gutiérrez Vázquez v. Hernández y otros, 172 DPR 232, 244 (2007).  
18 Pacheco v. Estancias, 160 DPR 409, 432 (2003). 
19 Id.  
20 Rebollo v. Yiyi Motors, 161 DPR 69, 77 (2004).  
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evitar sustituir el criterio del organismo administrativo en materia 

especializada por el criterio del tribunal revisor.21  

En suma, si la decisión recurrida es razonable y se sostiene en la 

evidencia sustancial que obra en el expediente administrativo, procede su 

confirmación.22 A contrario sensu, los tribunales revisores podemos 

intervenir con la decisión recurrida cuando no está basada en evidencia 

sustancial, o cuando la actuación es arbitraria, irrazonable o ilegal, o cuando 

afecta derechos fundamentales.23 

– B – Debido Proceso de Ley 

La Constitución del Estado Libre Asociado de Puerto Rico reconoce 

como derecho fundamental del ser humano el derecho a la vida, la libertad y 

el disfrute de la propiedad.24 Igualmente, prescribe que ninguna persona será 

privada de su libertad o propiedad sin un debido proceso de ley.25 De manera 

similar es reconocido en las Enmiendas V y XIV de la Constitución de los 

Estados Unidos. El debido proceso de ley presenta dos (2) vertientes; la 

sustantiva y la procesal. En su modalidad sustantiva, procura proteger y 

salvaguardar los derechos fundamentales de la persona.26 Por otro lado, en 

su vertiente procesal propicia al Estado ejercer su poder contra una persona, 

siempre y cuando le garantice el derecho a un procedimiento imparcial y 

justo, en el cual el individuo pueda cuestionar las razones y legalidad de la 

acción.27 

En ese marco, para satisfacer las exigencias del debido proceso de ley, 

en su vertiente procesal, se deben cumplir los siguientes requisitos: (1) 

notificación adecuada del proceso; (2) proceso ante un juez imparcial; (3) 

oportunidad de ser oído; (4) derecho a contrainterrogar testigos y examinar 

 
21 Pacheco v. Estancias, supra. 
22 García Reyes v. Cruz Auto Corp., supra, pág. 893. 
23 Capó Cruz v. Jta. Planificación et al., 204 DPR 581 (2020); JP, Plaza Santa Isabel v. Cordero 
Badillo, 177 DPR 177 (2009). 
24 Art. II, Sec. 7, Constitución del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, 1 LPRA sec. 7.  
25 Íd.   
26 Rodríguez Rodríguez v. E.L.A., 130 DPR 562 (1992).  
27 Almonte et al. v. Brito, 156 DPR 475 (2002); Rivera Rodríguez & Co. v. Lee Stowell, etc., 133 
DPR 881 (1993).   
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evidencia presentada en su contra; (5) tener asistencia de abogado, y (6) que 

la decisión se base en el récord.28  

Por tanto, ese derecho que tienen las personas a ser oídas, antes 

de ser despojadas de algún interés protegido, es un requisito 

fundamental del debido proceso de ley.29 El ejercicio de ese derecho tiene 

que concederse en el momento y en el modo adecuado.30  

Se ha identificado como propósitos del debido proceso de ley: dar 

participación a la ciudadanía; proteger a la ciudadanía contra decisiones 

arbitrarias; proveerle información al Estado en su quehacer de hacer justicia 

y legitimar la acción institucional al concederle una oportunidad de 

participación a aquel que podría verse afectado.31 De esta modo, se le asegura 

al ciudadano que la agencia ha tomado en consideración toda la evidencia 

desfilada y su participación en la audiencia sea realmente efectiva.32 Esto 

resulta cónsono, a su vez, con el requisito de que las decisiones 

administrativas reflejen que el organismo ha considerado y resuelto los 

conflictos de prueba, y ha determinado tanto los hechos probados como los 

que fueron rechazados.33  

La revisión judicial permite evaluar el cumplimiento de los foros 

administrativos con los mandatos constitucionales que gobiernan su función 

como, por ejemplo, que respeten y garanticen los requerimientos del debido 

proceso de ley que le asiste a las partes.34 Como parte de las determinaciones 

administrativas sujetas a revisión judicial, se encuentran aquellos 

procedimientos mediante los cuales una agencia impone el pago de multas 

por violaciones a la ley o reglamento cuya implantación o promulgación le ha 

 
28 Rivera Rodríguez & Co. v. Lee Stowell, etc., supra, pág. 889.  
29 Íd., (énfasis nuestro).   
30 Rivera Rodríguez & Co. v. Lee Stowell, etc., supra.  
31 San Gerónimo Caribe Project v. A.R.Pe., 174 DPR 640 (2008); López y otros v. Asoc. de Taxis 
de Cayey, 142 DPR 109 (1996).  
32 Asoc. Fcias. Com. v. Depto. de Salud, 156 DPR 105 (2002).  
33 Mun. de San Juan v. J.C.A., 152 DPR 673 (2000); Assoc. Ins. Agencies, Inc. v. Com. Seg. P.R., 
144 DPR 425 (1997).  
34 Comisión Ciudadanos v. GP Real Property, 173 DPR 998 (2008).  
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sido delegada.35 Empero, la revisión judicial se limitará a evitar que las 

agencias actúen en forma ilegal, arbitraria, en exceso de lo permitido por ley 

o en ausencia de evidencia sustancial que justifique la medida impuesta, en 

otras palabras, a evitar que éstas actúen movidas por el capricho o en exceso 

“de su discreción”.36  

- C – Ley para la Reforma del Proceso de Permisos de Puerto Rico 

El 1 de diciembre de 2009, se aprobó la Ley para la Reforma del Proceso 

de Permisos de Puerto Rico para crear la Oficina de Gerencia de Permisos.37 

Este organismo gubernamental está encargado de dirigir el esfuerzo de emitir 

determinaciones finales y permisos, licencias, inspecciones, certificaciones y 

cualquier otra autorización o trámite que sea necesario. 

En lo pertinente, el Artículo 14.8 de la Ley Núm. 161 de 1 de diciembre 

de 2009, según enmendada, sobre la expedición de multas dispone: 

a) Si de la investigación realizada se concluye que las alegaciones de 

la querella son ciertas, la Junta de Planificación, el Municipio Autónomo o 

la Entidad Gubernamental Concernida, según corresponda, procederá a 

expedir una multa administrativa”. (énfasis suplido) […] 

Por otro lado, los procedimientos para la expedición, cobro y revisión 

de multas esta puntualizado en el Artículo 14.10 de la Ley Núm. 161 de 1 de 

diciembre de 2009, según enmendada, que lee: 

[…] 

b) Los formularios para dichos boletos podrán ser electrónicos, de acuerdo 

con el reglamento que, para dicho propósito, promulgará la Junta de 

Planificación. El funcionario que expida el boleto incluirá su nombre 

completo, lo firmará digitalmente o de su puño y letra y expresará 

claramente en el mismo la falta administrativa alegada, la 

disposición infringida, la fecha del boleto y el monto de la multa 

administrativa a pagarse. c) La Junta de Planificación, las Entidades 

Gubernamentales Concernidas o los Municipios Autónomos con Jerarquía 

de la I a la V, entregarán en persona, por correo certificado o 

electrónicamente copia del boleto a la persona que esté a cargo de la 

propiedad, sea su dueño, agente, empleado, encargado, cesionario, 

arrendatario, o causahabiente. La copia así entregada contendrá, 

además, las instrucciones para solicitar un recurso de 

reconsideración y revisión. En el Reglamento Conjunto se dispondrán los 

mecanismos o pasos a seguir cuando no sea posible entregar copia del 

boleto por no tener disponible el nombre y/o dirección del dueño, agente 

encargado, cesionario, arrendatario o causahabiente.  

 
35 Comisionado v. Prime Life, 162 DPR 334, 340-341 (2004); Assoc. Ins. Agencies, Inc. v. Com. 
Seg. PR, supra, pág. 441. 
36 Com. Seg. P.R. v. Antilles Ins. Co., 145 DPR 226, 234 (1998).   
37 Conocida como la Ley Núm. 161 de 1 de diciembre de 2009, según enmendada, 23 LPRA § 
9011 y ss. 
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[…] 

f) La parte adversamente afectada por una multa expedida por la 

Junta de Planificación, el Oficial Auditor de Permisos, la Entidad 

Gubernamental Concernida o por los Municipios Autónomos con 

Jerarquía de la I a la V, podrá solicitar reconsideración o revisión 

según dispuesto en la Ley Núm. 170 de 12 de agosto de 1988, según 

enmendada, conocida como “Ley de Procedimiento Administrativo 

Uniforme”. (énfasis suplido) 

 

Finalmente, el Artículo 14.13 de la Ley Núm. 161 de 1 de diciembre de 2009, 

según enmendada, sobre las multas administrativas, en lo pertinente, precisa:  

La Junta de Planificación o los Municipios Autónomos con Jerarquía de la I 

a la V tienen la facultad de expedir multas administrativas a cualquier 

persona, natural o jurídica, que: (a) Infrinja esta Ley, la Ley Núm. 75 del 

24 de junio de 1975, según enmendada, conocida como “Ley Orgánica de la 

Junta de Planificación”, el Reglamento Conjunto, los permisos o las 

condiciones de los permisos expedidos al amparo de la misma, los 

Reglamentos de Planificación o cualquier otra ley aplicable. Las multas 

administrativas no excederán de cincuenta mil (50,000) dólares por cada 

infracción, entendiéndose que cada día que subsista la infracción se 

considerará como una violación independiente. […] 

 

- D - Jurisdicción 

La jurisdicción es el poder o autoridad con el que cuenta un tribunal 

para considerar y decidir los casos y controversias ante su consideración.38 

En consecuencia, la falta de jurisdicción de un tribunal incide directamente 

sobre su poder para adjudicar una polémica.39 

Los tribunales deben ser celosos guardianes de su jurisdicción.40 Aun 

en ausencia de un señalamiento por alguna de las partes, la falta de 

jurisdicción puede ser considerada motu proprio por los tribunales. Las 

cuestiones de jurisdicción por ser privilegiadas deben ser resueltas con 

preferencia. Si un tribunal se percata que carece de jurisdicción, así tiene que 

declararlo y desestimar el caso.41   

La ausencia de jurisdicción, por tanto, acarrea las siguientes 

consecuencias: priva a un foro judicial del poder necesario para adjudicar una 

controversia; los tribunales no poseen discreción para asumirla cuando no la 

 
38 FCPR v. ELA et al., 211 DPR 521 (2023); Cobra Acquisitions v. Mun. Yabucoa et al., 210 DPR 
384, 394 (2022). 
39 Allied Mgmt. Group v. Oriental Bank, 204 DPR 374, 385 (2020). 
40 Ruiz Camilo v. Trafon Group, Inc., 200 DPR 254, 267- 268 (2018). 
41 FCPR v. ELA et al., supra; Cobra Acquisitions v. Mun. Yabucoa et al., supra; Allied Mgmt. 
Group v. Oriental Bank, supra, págs. 386- 387. 
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tienen; no es susceptible de ser subsanada; las partes no pueden conferírsela 

voluntariamente a un tribunal como tampoco puede este arrogársela; 

conlleva la nulidad de los dictámenes emitidos; se impone a los tribunales el 

ineludible deber de auscultar su propia jurisdicción —y a los tribunales 

apelativos la obligación de examinar la jurisdicción del foro de donde procede 

el recurso—; las cuestiones jurisdiccionales deben ser resueltas con 

preferencia sobre otros asuntos, y su alegación puede presentarse en 

cualquier etapa del procedimiento, a instancia de las partes o por el tribunal 

motu proprio.42 

Por tratarse de una cuestión de umbral en todo procedimiento 

judicial, si un tribunal determina que carece de jurisdicción solo resta así 

declararlo y desestimar la reclamación inmediatamente, sin entrar en los 

méritos de la controversia, conforme lo ordenado por las leyes y reglamentos 

para el perfeccionamiento del recurso en cuestión.43  

Un recurso presentado antes del tiempo correspondiente 

(prematuro), al igual que el presentado luego del plazo aplicable (tardío), 

“sencillamente adolece del grave e insubsanable defecto de privar de 

jurisdicción al tribunal al cual se recurre”.44 En ambos casos, su presentación 

carece de eficacia y no produce ningún efecto jurídico.45 

La Regla 83 (C) del Reglamento del Tribunal de Apelaciones faculta a 

este Tribunal para que, a iniciativa propia, desestime un recurso de apelación 

o deniegue un auto discrecional por cualquiera de los motivos consignados 

en el inciso (B).46 Una vez un tribunal determina que no tiene jurisdicción, 

 
42 MCS Advantage v. Fossas Blanco et al., 211 DPR 135 (2023); Cobra Acquisitions v. Mun. 
Yabucoa et al., supra, pág. 395; Allied Mgmt. Group v. Oriental Bank, supra, págs. 386- 387; 
Beltrán Cintrón et al. v. ELA et al., 204 DPR 89, 101-102 (2020). 
43 Allied Mgmt. Group v. Oriental Bank, supra; Torres Alvarado v. Madera Atiles, 202 DPR 495, 
501 (2019). 
44 S.L.G. Szendrey-Ramos v. F. Castillo, 169 DPR 873 (2007). 
45 Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 DPR 83, 97 (2008); S.L.G. Szendrey-Ramos v. F. 
Castillo, supra. 
46 Dicho inciso lee: “(B) Una parte podrá solicitar en cualquier momento la desestimación de 
un recurso por los motivos siguientes: (1) que el Tribunal de Apelaciones carece de jurisdicción; 
(2) que el recurso fue presentado fuera del término de cumplimiento estricto dispuesto por ley 
sin que exista justa causa para ello; (3) que no se ha presentado o proseguido con diligencia o 
de buena fe; (4) que el recurso es frívolo y surge claramente que ha sido interpuesto para 
demorar los procedimientos; o (5) que el recurso se ha convertido en académico”.  
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“procede la inmediata desestimación del recurso apelativo conforme lo 

ordenado por las leyes y los reglamentos para el perfeccionamiento de estos 

recursos”.47 Ello sin entrar en los méritos de la controversia ante sí. 

– III – 

En el caso de marras, examinamos los formularios de la Notificación y 

Multa Administrativa expedidas el 6 de junio de 2023 por la Oficina de 

Permisos del MUNICIPIO, así como la misiva cursada el 9 de junio de 2023 que 

hemos considerado como la resolución de la solicitud de reconsideración 

presentada por el señor HERNÁNDEZ TORRES. El precitado Artículo 14.10 (c) 

de la Ley Núm. 161 de 1 de diciembre de 2009, según enmendada, requiere 

que la copia entregada contenga, además, las instrucciones para 

solicitar un recurso de reconsideración y revisión. De los documentos 

justipreciados hemos hallado que los mencionados formularios carecen de 

las advertencias sobre el derecho, el procedimiento y término para presentar 

un recurso de reconsideración o revisión administrativa. Esto es, los 

documentos no contienen las debidas advertencias de ley dirigidas a la parte 

afectada para que pueda agotar los remedios administrativos o acudir ante el 

foro revisor. Ante ello, determinamos que este incumplimiento no activó los 

términos para acudir en revisión administrativa ante este foro intermedio. 

Por consiguiente, la presentación de este recurso es prematura; estamos 

privados de jurisdicción; y, en consecuencia, procede la desestimación por 

falta de jurisdicción. 

- IV - 

Por los fundamentos antes expuestos y en conformidad con la Regla 

83 (C) del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, desestimamos, por falta 

de jurisdicción, la Revisión de Decisión Administrativa incoada el 11 de julio de 

2023 por el señor HERNÁNDEZ TORRES; y ordenamos el cierre y archivo del 

presente caso.   

 
47 S.L.G. Szendrey-Ramos v. F. Castillo, supra. 
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Notifíquese inmediatamente. 

Lo acordó el Tribunal, y lo certifica la Secretaría del Tribunal de 

Apelaciones. 

La jueza Cintrón Cintrón concurre con el resultado al entender que, 

del recurso instado, no se desprenden los documentos necesarios para 

determinar si este foro ostenta o no jurisdicción, de forma que se pudiera 

atender el mismo con la agilidad requerida. 

 
 
 
 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


